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y Nathaniel Lichfield escribirán
sendos artículos) y comparaciones ,
odiosas, con Suecia y Australia ,
donde la situación es análoga, y
con USA, donde no tiene nada
que ver.

La reacción, por escrito, de los
profesionales, ha tardado en pro-
ducirse, y a juzgar por la parti-
cular vinculación del RTPI al es-
tablishment, lo que éste prepara
va a ser exclusivamente técnico -
administrativo parroquial . Tal ve z
más adelante, completando el pre -
sente encuadre-resumen político -
jurídico de la Ley, podamos anali-
zar su realidad "en marcha" .
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White paper on Land *
Libro blanco sobre el suelo

Las propuestas formuladas por e l
Gobierno, donde se prevé que las au-
toridades locales sean las propietaria s
de todo el suelo destinado a ser ur-
banizado, se publicaron en forma de
Libro Blanco . Este documento afirm a
lo siguiente :

1 . EL SUELO: NUESTRO RECUR-
SO MAS ESCASO

1 . De todos los recursos disponi-
bles en nuestras islas, el suelo es e l
único que no se puede incrementar .
Merced a intercambios con otras na-
ciones podemos obtener más alimen-
tos, más petróleo, o más mineral d e

l') Traducción revisada por ] . Gar-
cia Bellido .

hierro, a cambio de aquellos produc-
tos básicos o artículos que poseemo s
en abundancia . Ahora bien, cuando s e
trata de suelo la oferta es fija . Vivi-
mos en un pequeño país con gra n
densidad de población, de maner a
que la oferta del suelo no sólo es fija ,
sino también escasa. Ello hace doble -
mente importante que debamos plani-
ficar bien el uso de nuestro suelo .
Porque se ha dicho acertadament e
que la finalidad de la planificación e s
"asegurar el debido equilibrio entre
las demandas rivales de suelo, de
modo que la totalidad de los terreno s
con que cuenta el país se utilice dan -
do la máxima satisfacción a los inte-
reses de todo el pueblo" . (Sr . Lewi s
Silkin - Informe Oficial de 29 de ene -
ro de 1947, Vol, 432, columna 947) .

2. Nuestra población va en aumen-
to, y las demandas de suelo aumen-
tan más de prisa todavía . Necesita -
mos más escuelas, más fábricas, má s
talleres, más casas, más edificios de
todas clases, explotaciones agrícolas y
bosques . Es justo que estas demandas
competitivas de suelo, dada la canti-
dad limitada del mismo que poseemos ,
sean satisfechas con arreglo a la prio-
ridad de las necesidades sociales de
la comunidad .

3. Nadie niega, en general, que e s
la propia comunidad quien debe con-
trolar el desarrollo urbano dei suelo ,
y el sistema de planeamiento que se
ha creado con el tiempo constituy e
a menudo una poderosa fuerza que h a
impedido la realización de urbaniza-
ciones perjudiciales para la comuni -
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dad. Pero, nuestro sistema de contro l
del planeamiento es, en gran medida ,
negativo . La comunidad, por conducto
de su autoridad local electa y, en el
análisis final, el Gobierno central, pue -
de vetar propuestas de urbanización ;
más la iniciativa se deja principalmen-
te en manos de particulares . En la ac-
tualidad, la comunidad no siempr e
tiene el poder suficiente para planifi-
car de forma positiva, para decidi r
donde y cuando deben efectuarse de -
terminados desarrollos urbano s . L a
propiedad pública del suelo urbaniza-
ble está concebida para conferir est e
poder a su legítimo dueño : la comu-
nidad .

4. Paralelamente con la necesidad
de asegurar un planeamiento positivo,
la nación ha de hacer frente a otro
problema : el de los precios y los plus -
valores del suelo (1). "El incremento
del valor, de modo más especial de
los solares urbanos, no es debido a
gasto alguno del capital ni del inte-
lecto por parte del propietario del te-
rreno, sino que es producto únicamen-
te de Ia energía y la iniciativa de la
comunidad . . . Es sin duda, uno de los
peores males de nuestro actual siste-
ma de tenencia del suelo que, en lu -
gar de cosechar el beneficio del em -
peño común de sus ciudadanos, la co-
munidad ha de pagar a los terrate-
nientes siempre una fuerte sanción por
acrecentar el valor de sus terrenos" .
(Sr . David Lloyd George - Inform e
Oficial de 29 de abril de 1909, Vol . IV ,
columna 532) . La propiedad pública
del suelo urbanizable asegurará que
estos incrementos redunden en benefi-
cio de la comunidad que los ha creado .

II . PRIMERAS TENTATIVAS PA-
RA RESOLVER LOS PROBLE-
MAS

5. Las primeras tentativas de intro-
ducción de un sistema de planificació n
urbana y rural, que se registraron d e
1909 a 1932, se vieron frustadas po r
los problemas que planteaban la in-
demnización y las "mejoras" . Se exi-
gió de las autoridades locales que pa-
garan una compensación si impedía n
la urbanización del suelo ; pero las
disposiciones destinadas a permitir qu e
dichas autoridades recibieran una par-
ticipación de la "mejora" Ios incre-
mentos de valores que aprovechaba n
a los terratenienete por efecto del gas-
to público y del control de un planea-
miento -fueron en su mayor parte
ineficaces . Resultado de todo ello fue
que el control eficaz de la planificació n
se hizo imposible por motivos de or -
den financiero .

6. La necesidad de contar con u n
sistema de planificación nacional efi-
caz fue aceptada por los tres informes

(1) BETTERMENT, literalmente "me -
jora" debe entenderse como "aument o
de valor del suelo por las mejoras rea-
lizadas", tanto por muchos particula-
res como por la Administración ; en su
significado último podría asimilarse a
"plus valor o plusvalía (J . G. B .) .

principales y complementarios que s e
realizaron a finales de los años treint a
y principios de los cuarenta : la Co -
misión Barlow y Ios Comités Scott y
Uthwatt .

El primer intento, 1947-1954 .

7 . La Ley de Planeamiento Urbano
y Rural (Town and Country Planning
Act) de 1947 se inspiraba en conside-
rable medida en los trabajos del Co -
mité Uthwatt, que se había ocupad o
concretamente de la compensación y
Ia "mejora", sin seguir al pie de la letr a
sus recomendaciones . La referida Ley
representaba el primer enfoque global
de los problemas conexos del planea -
miento, la indemnización y "mejora" .
La clave -lo mismo que en Ias pro -
puestas de Uthwatt consistía en l a
transferencia efectiva al Estado d e
todos los derechos de edificación del
suelo . (Development rights) .

8 . La propiedad estatal de los de-
rechos de edificación tenía tres efec-
tos interconectados :

a) Se exigía un permiso de edifica-
ción (planning permissión) para urba-
nizar una parte cualquiera del territo-
rio nacional .

b) No se abonaba indemnización al-
guna cuando era denegado el permiso
de edificación (salvo aquellas obras
que, por definición, estuvieran den-
tro del "uso existente" a efectos d e
compensación) ; y

c) Las "mejoras" iban a parar al
Estado, mediante la imposición de un a
carga a la edificación (development
charge) pagadero a un Consejo Cen-
tral del suelo antes de dar comienzo a
Ias obras .

9 . Una de las consecuencias de na-
cionalizar la revalorización (develop-
ment value) fue que se daba por su -
puesto que todas las tierras cambiaría n
de manos al valor de uso existente .
Esto significaba que las autoridade s
locales podían adquirir suelo barato
para sus propios fines . No obstante, e l
sistema fue criticado porque privaba
a los propieetarios de todo incentiv o
para urbanizar, ya que los promotore s
que iban a tener que pagar las carga s
a la edificación, no deberían habe r
pagado, en teoría, más que el valor de
uso existente cuando compraron el sue -
lo . (En la práctica los terrenos cambia -
ban de manos a más precio que el del
valor de uso existente, aunque a me -
nos del valor íntegro del mercado) .
Cabe suponer que si Ios propietarios
retuvieron sus terrenos fuera del mer-
cado, ello obedeció a que esperaba n
que el sistema sería abandonado s i
sobrevenía un cambio de Gobierno. L a
segunda dificultad inherente en el sis-
tema de las cargas a la edificación es-
tribaba en que el principio básico so-
bre el que descansaba no fue del todo
comprendido . Es probable que, de ha-
bérsele dejado tiempo para consolidar -
se, el sistema preconizado en la Ley
de 1947 habría llegado a funcionar.
Pero fue abolido antes de que esta hi-
pótesis pudiera ponerse a prueba .

10. No obstante, dos de los tres
principios básicos de la Ley de 194 7
han sobrevivido . El sistema de plani-
ficación introducido por esta Ley con-
tinúa virtualmente inalterado . El con-
trol de planeamiento sigue funcionan -
do como lo hacía bajo Ia Ley de 1947 ;
y el sistema de Planes de Ordenación
persiste (aunque modificado por la in-
troducción de Planes de Estructura y
Locales contenido en la Ley de Pla-
neamiento Urbano y Rural de 1968) . Y
uno de los aspectos más importante s
de nacionalizar la revalorización de
1947, -el principio según el cual por
regla general no se abona indemniza-
ción cuando es denegado el permiso
de edificación- sigue en vigor, y ello
se ha traducido en que la facultad d e
impedir la apropiación de la revalori-
zación todavía se conserva en manos
de las autoridades públicas .

11. Si bien revocadas las disposi-
ciones de la Ley de 1947 concernien-
tes a las "mejoras", a raíz del cambi o
de Gobierno ocurrido en 1951, Ias Le-
yes de Planeamiento Urbano y Rura l
de 1953 y 1954 no modificaron lo má s
mínimo las disposiciones según la s
cuales las autoridades públicas adqui-
rían suelo a precios que excluían e n
gran parte su revalorización . Más como
quiera que había sido abolida la carga
a la edificación, Ias ventas entre par-
ticulares reflejeaban el valor íntegro
de mercado con inclusión del precio
de su revalorización . Las presiones
desencadenadas contra este sistema d e
doble precio acarrearon su abolición .
Según los términos de la Ley de Pla-
neamiento Urbano y Rural de 1959
volvióse a establecer el valor íntegr o
en el mercado libre, con inclusión de
su revalorización, como precio base
aplicable por las autoridades pública s
en la compra de terrenos .

12. La preocupación por el alza de
precios del suelo y los grandes bene-
ficios inmerecidos indujo al Gobiern o
Laborista que ocupaba el poder e n
1966 a crear la Comisión del Suelo .
Con arreglo a la Ley de Ia Comisió n
del suelo de 1967 los beneficios deriva -
dos de la edificación del suelo era n
gravados por un impuesto especial d e
tasa fija -el impuesto sobre el valo r
de las "mejoras" (o betterment levy)-
que ascendía al 40 por 100 . Sin embar-
go, esta Ley no modificó el sistema de
planificación . A grandes rasgos, Ia s
Comisión actuaba dentro del marco
establecido por las autoridades locales
de planificación -sólo le era dado, e n
general, adquirir suelo por expropia -
ción forzosa cuando éste había sido de -
signado o aceptado de un modo u otro
como susceptible de ser urbanizado.
Tampoco permitía este sistema, a au-
toridades públicas distintas de la Co-
misión, comprar suelo a precios má s
económicos .

13. La Ley de 1967 no produjo en
el mercado del suelo un efecto tan acu-
sado como el sistema de la Ley de
1947 . Aquella contenía disposicione s
transitorias tendentes a evitar quebran-
tamientos importantes en el curso de
la implantación del sistema . Con todo.
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el proyecto del betterment levy no te-
nía debidamente en cuenta la necesi-
dad de conceder exenciones en casos
de poca monta y su aplicación carecí a
de flexibilidad .

14 . De un modo análogo al indi-
cado por el sistema de la Ley de 1947 ,
es probable que, de habérsele dejad o
tiempo y alguna mayor flexibilidad
(como la introducida en la Ley de Fi-
nanzas de 1969), este sistema habría
resultado viable. Pero, al igual que
la Ley de 1947 la de 1967 fue revoca-
da, esta vez como consecuencia de l
cambio de Gobierno acaecido en 1970 .
Esta revocación llegó antes de que l a
Comisión del Suelo hubiese sido do-
tada de los amplios poderes de adqui-
sición de suelo que la legislación dis -
puso debería poseer a partir del "se-
gundo día señalado", de manera qu e
la Comisión se vio imposibilitada de
adquirir tierras en la escala original -
mente prevista .

15 . A pesar de que fueron revo-
cadas, ninguna de estas Leyes result ó
baldía. Como se indica en el párrafo 10 ,
dos de los tres principios de la Ley
de 1947 constituyen la base de nuestro
sistema actual de planificación . Amé n
de esto, el funcionamiento de ambo s
programas proporciona una valiosa ex-
periencia de la que se pueden saca r
las enseñanzas siguientes :

a) La clave de un planeamiento po-
sitivo y de un ataque acertado a lo s
problemas que plantea la "mejora", e s
la adquisición de tierras por parte de
la comunidad ;

b) Un organismo central queda de-
masiado alejado del pueblo y de quie-
nes han de adoptar decisiones en ma -
teria de planificación ; y

c) Un programa inflexible sólo pue -
de conducir a su autoderrota .

IH . LOS OBJETIVOS
16 . Algunos de los problemas que

se interponen en el camino de un sis-
tema eficaz de planificación están aú n
sin resolver . Por tanto, el Gobierno
reitera que sus objetivos son estable-
cer unos medios permanentes que per-
mitan :

a) Facultar a la comunidad para
controlar la urbanización del suelo de
conformidad con sus necesidades y
prioridades ; y

b) Restituir a la comunidad el in -
cremento de valor del suelo produci-
do merced a sus esfuerzos .

IV. PLANEAMIENTO POSITIVO
17. Todo desarrollo físico com -

prende dos acciones : al mismo tiemp o
que se crea algo nuevo, se destruye l o
que existía anteriormente . Así pues ,
una de las metas principales de la pla-
nificación debe ser velar para que l o
que se crea esté más en consonanci a
con las necesidades de la sociedad que
se extingue . La existencia de un sis -
tema de planificación constituye la
aceptación del principio, según el cual
el mercado, de por sí, no llegará ine-

vitablemente a una conclusión satis-
factoria sobre el modo como debería
ser usado nuestro suelo .

18. El sistema de control negativo
del planeamiento que tenemos en l a
actualidad proporciona una valiosa fis-
calización del mercado, y parece, a
primera vista, capaz de salvaguardar
nuestro patrimonio y resolver el con-
flicto entre los intereses particulares y
el bien público . Pero las dificultades
inherentes en un tapiz de retazos como
el que forma la propiedad del suelo ,
y los abrumadores problemas finan-
cieros que entraña la adquisición d e
terrenos, prueban que no siempre s e
logra el mejor uso de estos .

19. Con ello no se pretende nega r
que la elaboración de planes sea una
función utilísima de nuestras autori-
dades locales, sino más bien apunta r
que los poderes existentes para ejecu-
tar dichos planes están restringidos
por el precio que el mercado pone a
algunos terrenos, y por el hecho de
que los recursos de los urbanistas es-
tán en manos de propietarios privados ,
y no a disposición de la comunidad .

20. La propiedad pública del suel o
urbanizable pone el control de nuestro
más escaso recurso en manos de la
comunidad y, al hacerlo, permite a
ésta contemplar una perspectiva ge-
neral . A mayor abundamiento, el po -
der disponer de este suelo por su valor
de uso existente más bien que por su
valor fundado en la especulación res-
pecto de su posible urbanización, la
comunidad podrá suministrar, allí don -
de sea preciso, los servicios públicos
que requiera, pero que ahora no pued e
pagar a causa del precio inflacionario
que ha de abonar a los propietarios
privados .

21. Las fuerzas del mercado esti-
mulan la concentración de la edifica-
ción comercial en áreas que ofrecen
evidentes ventajas especiales a deter -
minadas empresas ; pero lo que e l
mercado no considera son los efecto s
secundarios -la disgregación de co-
munidades establecidas desde antigu o
y la creciente deserción de los centro s
de las ciudades y sus implicaciones ,
de las cuales no es la menos importan -
te el efecto producido sobre el sistem a
de transporte por la obligación im -
puesta a las gentes de vivir a grande s
distancias de sus lugares de trabajo .
Hay unos costes que sufragar -por
ejemplo el coste de proporcionar u n
mayor número de carreteras, trenes y
autobuses ; y hay unas tensiones, tam-
bién como la tensión nerviosa sufrid a
por el individuo que ha de inverti r
tiempo y dinero ; probablemente en
condiciones de amontonamiento, e n
viajes hacia y desde su trabajo . Estos
costos y tensiones no son tenidos e n
cuenta por el mercado, pero debería n
serlo por las autoridades planificado -
ras . Importa que lo sean, y por esto s e
tiene que intensificar la planificación ,
por lo que la comunidad debería com-
prar la tierra y beneficiarse de los va -
lores así creados .

V . ADQUISICION DE SUELO PO R
LA COMUNIDAD

22. Es necesario definir en prime r
lugar lo que se quiere dar a entende r
con la palabra "comunidad" en rela-
ción con los planes del Gobierno . El
Gobierno ha estudiado la oportunida d
de constituir un organismo central qu e
se encargará de adquirir suelo para ur-
banizar . Ese organismo fue creado en
1937 con el nombre de Consejo Cen-
tral del Suelo y en 1967 con el d e
Comisión del Suelo .

23. Indudablemente, un organism o
central tiene sus ventajas : puede cum-
plir con facilidad las decisiones nacio-
nales y atravesar fronteras locales a
efectos de agrupar tierras que deberían
formar una unidad. Por otra parte, e l
ciudadano no se ha sentido nunca im-
plicado personalmente en el trabajo de
tales organismos y las autoridades lo -
cales por lo general han estimado, co n
cierta razón, que estaban más al co-
rriente de sus propios problemas qu e
cualquier organización central .

24. El Gobierno considera, por con -
siguiente, que en Inglaterra y Escoci a
la adquisición y distribución de suel o
urbanizable es mejor dejarlo en manos
de las autoridades locales -expresión
que a todo lo largo de este Libro Blan-
co incluye a las Corporaciones de Nue-
vas Ciudades . Estarán respaldadas por
una organización creada con esta fi-
nalidad, que las ayudará y asesorará y
actuará en nombre del Secretario de l
Estado si ellas dejaran de hacerlo . En
Gales, sin embargo, la adquisición y
distribución de suelo a urbanizar po r
particulares estará a cargo de un ór -
gano que abarque a todo el país d e
Gales, y que estará asimismo en con-
diciones de proporcionar a las autori-
dades locales un servicio de asesora -
miento . La modalidad exacta de los
medios de apoyo (posiblemente co n
una sede regional en Inglaterra y otra
nacional en Escocia), así como la or-
ganización de los mismos en Gale s
se someterá a discusión con las aso-
ciaciones de autoridades locales .

25. Estas propuestas se refieren a l
suelo que haya de ser urbanizado o
remodelado por la construcción de ca-
sas, tiendas, fábricas, por ejemplo . No
afectan al suelo que haya de permane-
cer en uso para la agricultura o la
selvicultura ; y no se propone modifi-
cación alguna de las disposiciones exis-
tentes en relación con el mencionado
suelo . El suelo que se adquiera será e l
que a juicio de la comunidad requerir á
ser urbanizado o renovado en un pla-
zo generalmente no superior a die z
años . Las adquisiciones se regularán
como parte de un programa constan -
temente en marcha mientras las auto-
ridades locales consolidan sus bancos
de suelo. Diez años es el plazo máximo
necesario para asegurar un desarroll o
ordenado y crear el grado preciso d e
certidumbre en la industria promotor a
y en la agricultura y la selvicultura .
Se continuará prestando atención con
miras a evitar la adquisición de tierra
agrícola de buena calidad siempre qu e
ello sea posible .
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26. La comunidad compra ya mu-
chos terrenos urbanizables para sus
propios fines . Las autoridades locale s
también compran algunos con destino
a ser urbanizados por particulares e n
virtud de atribuciones que les confie-
ren las Leyes de Vivienda y de Planifi-
cación . No obstante, las autoridade s
locales deberían estar facultadas par a
llevar a efectos mucho más planea -
miento positivo y global por medio de
la propiedad de terrenos ; y a tal fi n
se les dotará de nuevas y mucho má s
amplias atribuciones que les permita n
adquirir suelo urbanizable . También
los propietarios, en determinadas cir-
cunstancias podrán requerir a las au-
toridades locales para que adquiera n
sus terrenos . Estas nuevas atribucio-
nes podrán ser ejercidas tan pronto se a
promulgada la legislación pertinente .

27. Con sujeción a las exencione s
permanentes de adquisición consigna-
das en los párrafos 34 y 35, y a la s
importantes disposiciones transitoria s
enunciadas en los párrafos 36-45, e l
Gobierno se propone asignar a la s
autoridades locales el deber de adqui-
rir todo el suelo necesario para la edi-
ficación privada . A partir de la fe -
cha en que les sea impuesto dicho
cometido, no se permitirá comenza r
ninguna obra excepto en suelos pro -
piedad de una autoridad pública, o
facilitadas por ésta a dicho efecto . La s
autoridades locales comprarán suel o
que a su juicio sea apto para su ur-
banización, y, además, vendrán obli-
gadas a comprar cuando la necesida d
de edificar (v . gr . como se indica e n
una solicitud de obra) sea aceptada ,
aun cuando ello constituya una des-
viación del plan . El procedimiento ge-
neral de declaración de atribuciones
que figura en la Ley de Planeamiento
Urbano y Rural de 1968 puede ser
aplicado a estas adquisiciones a fin
de asegurar una rápida liberación de l
Suelo urbanizable .

28. Las nuevas atribuciones y obli-
gaciones de adquisición por parte de
las autoridades locales respecto a ur-
banizaciones privadas en Inglaterra
seguirán, en la medida de lo posible ,
la división de funciones planificado-
ras entre condado y distrito . Ambos
Consejos desempeñarán, como resul-
tado de la propiedad del suelo, pape -
les nuevos y positivos que asegura-
rán el desarrollo adecuado de sus re-
giones . Los niveles de la Administra-
ción Local ya acuerdan entre sí su s
respectivas esferas de actividad (den-
tro del amplio contexto de la legis-
lación) mediante los proyectos de pla-
nes de ordenación y de control del
planeamiento . Pudiera suceder que
los programas de adquisición de te-
rrenos por la comunidad fuesen un a
técnica apropiada para definir sus res-
pectivas esferas de interés en relació n
con la adquisición . Esto se discutirá
con las asociaciones de autoridade s
locales de manera que se pueda lo-
grar la mejor forma de cooperació n
entre aquellas.

29. En Escocia es probable qu e
sean los consejos de distrito los agen -

tes más caracterizados para adquiri r
el suelo necesario para la edificació n
privada, si bien los consejos regiona-
les gozarán de análogos poderes d e
adquisición que podrán ser ejercido s
en la prosecución de objetivos regio-
nales. Se celebrarán consultas con la s
autoridades locales de Escocia ante s
de finalizar la organización .

30. El principio según el cual tod o
el suelo urbanizable debe ser adqui-
rido por la comunidad tendrá impli-
caciones importantes . Dada la acep-
tación de este enfoque por parte del
Parlamento, la objeción al principio
de la adquisición pública no será y a
un arreglo válido que oponer a un a
orden individual de expropiación for-
zosa y el Secretario de Estado será
facultado para desestimar objecione s
formuladas sobre esta base (como lo
puede hacer ya en relación con la s
órdenes de expropiación forzosa emi-
tidas por las Corporaciones de Desa-
rrollo de las Nuevas Ciudades. Habrán
de considerarse de modo especial la s
implicaciones de una situación en l a
cual la concesión de un permiso de
edificación puede hacer que el suel o
quede sometido a expropiación forzo-
sa, y la legislación contendrá disposi-
ciones adecuadas para salvaguardar l a
posición de propietarios y otras per-
sonas que posean intereses en el suelo .

VI . LAS BASES DE COMPENSA-
CION

31. Desde 1958, el precio que abo -
na una autoridad adquirente por e l
terreno que compra no ha estado li-
mitado al valor de la tierra basado
en su uso existente, sino que puede
reflejar cualquier valor derivado de
expectativas de urbanización . Cab e
incluir aquí el valor por la urbaniza-
ción que la entidad adquirente se pro -
pone realizar . Además, por obra de l
certificado de "aprovechamiento alter-
nativo apropiado", incluya una con-
siderable revalorización incluso si ese
suelo lo adquiere para destinarlo a
usos no remuneradores, por ejempl o
espacios libres públicos .

32. Las disposiciones que se pre-
tenden poner en vigor para un futuro
inmediato se consignan en los párrafos
37-45 enunciados a continuación . E l
Gobierno propone que la base últim a
y definitiva sobre la cual la comunida d
comprará todo el suelo será el valo r
de uso existente --es decir el valo r
en el mercado del suelo para su pre-
sente uso sin inclusión de ningún va-
lor adicional que represente la expec-
tativa de que pudiera ser urbanizad o
para cualquier otra finalidad, salvo la s
comprendidas en las exenciones per -
manentes a que aluden los párrafos 34 -
35 . El Gobierno propone así mismo ,
modificar lo antes• posible la disposi-
ción según la cual un propietario d e
suelo puede recabar un certificado de
edificación alternativa apropiada aú n
cuando este propietario (por ejemplo ,
de un campo de deportes que el ayun-
tamiento desea adquirir para dedicar -
lo a espacio público no tenga posibili-
dad alguna de obtener el permiso de

edificación a los efectos consignados
en el certificado .

33. Algunos suelos acaso no ten-
gan sino poco o ningún valor en e l
mercado con arreglo a su uso existen-
te y requiere una base especial con
la que hacer frente a tales casos .

VII. EXENCIONES PERMANENTES
DE ADQUISICION

34. El Gobierno propone que se a
excluída de este proyecto la construc-
ción de una casa que vaya a ser ocu-
pada por su dueño en un solar unifa-
miliar que era propiedad del presunt o
dueño en la fecha de publicación de l
presente Libro Blanco (12 de septiem-
bre de 1974).

35. A su debido tiempo se publi-
carán otras exenciones permanentes d e
adquisición conforme a las disposicio-
nes del proyecto, pero entre ellas fi-
gurarán las alteraciones y ampliacione s
de las viviendas ; la edificación dentr o
del recinto de una parcela unifamilia r
ocupada por su propietario en la fe -
cha de este Libro Blanco, de una sola
vivienda para ser ocupada por el due-
ño o un miembro de su familia : lo s
edificios utilizados en la agricultura y
la selvicultura ; y las construcciones
relacionadas con la extracción de mi-
nerales . Se tomará en consideración la
cuestión de determinar hasta qué pun -
to las ampliaciones de edificios y los
cambios introducidos entre clases d e
usos pueden quedar exentos ; las exen-
ciones también tendrán presente la ne-
cesidad de no constreñir el desarroll o
y la expansión industriales importan-
tes .

VIII . DISPOSICIONES TRANSITO -
RIAS

36 . La obligación de adquirir tod o
el suelo destinado a la edificación pri-
vada se comunicará mediante órdenes
ministeriales . El Gobierno asumirá po -
deres para emitir estas órdenes, ya se a
en un plano general y respecto a tod o
desarrollo urbano, ya sea en relación
con áreas especificas o tipos concreto s
de ordenación . Reconoce el Gobiern o
que a causa de la escasez de persona l
calificado no será posible cambiar in -
mediatamente al nuevo sistema en to -
da su plenitud . Por tanto, las órdenes
apropiadas se irán cursando paulatina -
mente a medida que las autoridade s
locales vayan entrando en condicione s
de desempeñar su cometido, atendien-
do especialmente a la existencia de
planes de Estructura y Planes Locales .
Mientras tanto, se alentará a las auto-
ridades locales a que adquieran todo
el suelo urbanizable que permitan los
efectivos de sus plantillas de persona l
con miras a satisfacer previsibles has -
ta un máximo de diez años ; el Go-
bierno pondrá a contribución todos lo s
medios a su alcance para imprimir ce-
leridad a los trámites conducentes a l a
implantación, tanto el suelo amparad o
por licencias de edificación en la fe -
cha del Libro Blanco, corno el de pro -
piedad de constructores en esa misma
fecha, quedarán normalmente excluí -

92



Información Jurídica

das de adquisición en virtud del pro-
yecto . Los promotores también podrán
continuar solicitando licencias de edi-
ficación y realizando obras lo mism o
que hasta ahora (aunque las autorida-
des locales tendrán oportunidad d e
considerar si deben adquirir suel o
ellas mismas antes de conceder el per-
miso de edificación) .

37. El Gobierno reconoce tambié n
que una ordenación prudente exige
que las autoridades públicas estén e n
condiciones de adquirir tierra a u n
precio no sólo razonable para la co-
munidad, sino también justo para los
terratenientes afectados . Muchos pro-
pietarios actuales habrán comprado s u
suelo a un precio que reflejaba una
expectativa de que fuese edificable, l o
cual hoy es legítimo en el mercado, y
el Gobierno no desea imponerles nin-
gún castigo . En el momento en qu e
a todas las autoridades locales se les
haya asignado la obligación de adqui-
rir suelo urbanizable, será justo que el
precio sea el valor de uso existente co -
mo se describe en el párrafo 32 . Ahor a
bien, pasar inmediatamente a esta base
de compensación desalentaría la ofer-
ta de suelo urbanizable en el períod o
de transición antes de que las autori-
dades locales estén equipadas y hayan
recibido la obligación de adquirir sue -
lo urbanizable.

38. Durante el período de transi-
ción, las prioridades establecidas po r
el Gobierno son triples : reducir el
coste del suelo para las autoridades lo -
cales ; mantener el flujo de tierra ur-
banizable ; y conseguir una evolución
equilibrada hacia el nuevo mercad o
del suelo . Se ha decidido alcanzar es-
tos objetivos permitiendo a las autori-
dades locales a comprar suelo a un
precio neto, esto es, libre del impues-
to sobre su revalorización (o sea de l
incremento de valor imputable a las
perspectivas de urbanización) que ha-
bría pagado por el vendedor si ést e
hubiera vendido privadamente sus tie-
rras . Las comunidad se beneficiará d e
los incrementos por su revalorización ;
el propietario quedará en la misma si-
tuación ya venda a la autoridad local ,
ya a un comprador particular.

39. A fin de permitir a las autori-
dades locales la compra a precio "net o
de impuestos" se pretende reemplaza r
el sistema de gravámenes fiscales so-
bre los beneficios urbanísticos previsto
en la Ley de Finanzas de 1974 por e l
que se expone en los párrafos siguien-
tes . El Ministro del Tesoro dejó bie n
sentado, cuando anunció que pensab a
incluir en el Proyecto de Ley de Fi-
nanzas de 1974 disposiciones basadas
en las que había propuesto el Gobier-
no anterior, que se trataba de una me-
dida provisional a las propuestas ela-
boradas por el propio Gobierno en ma -
teria de suelo urbanizable .

40. Según el nuevo proyecto, el va-
lor derivado de la urbanización estará
sujeto al pago de un "impuesto sobr e
el s u e l o urbanizable" (developmen t
land tax) a una tasa fija e indepen-
diente de las normas fiscales que gra-

van a sociedades y personas, y aplica-
ble por igual a los que negocian, o no ,
con el suelo . El nuevo impuesto ser á
pagadero, en general, cuando la reva-
lorización se materialice en una tran-
sacción de suelo (incluída la conce-
sión de un arriendo), pero toda reva-
lorización obtenida por la ejecución d e
una obra estará sujeta al pago de im -
puestos .

41. La revalorización por el apro-
vechamiento urbanístico sobre la cua l
incidirá el impuesto será la diferencia
entre el precio de oferta (o el valo r
del mercado cuando el impuesto gra-
va Ia ejecución de la obra) y un "va-
lor base" que será el más alto de en-
tre los siguientes :

a) El precio pagado por el suelo
más cualquier aumento del valor de
uso existente sobrevenido desde Ia fe -
cha de Ia adquisición ;

b) El valor de uso existente en l a
fecha de oferta más el 10 por 100 :
Y

c) El precio pagado por el suel o
más el 10 por 100. Se concederá un a
bonificación por gastos (v . gr ., Ios cos-
tes de venta) y por costes de "mejo-
ras" cuando proceda.

42. Las obras menores y las ya
consideradas como de uso existente a
efectos de compensación (anexo 8 de
Ia Ley de Planeamiento Urbano y Ru-
ral de 1971), se definirá como com -
prendida dentro del uso actual del sue -
lo en orden a determinar Ia imposición
fiscal . No se pagará el impuesto cuan -
do la revalorización se obtenga por u n
dueño-ocupante de su vivienda sobre
Ia venta o edificación de su residen -
cia única o principal o de una exten-
sión de suelo no superior a la décima
parte de una hectárea unida a su casa
en calidad de jardín de terreno cir-
cundante . Las clases de obras ejecu-
tadas por dueños-ocupantes exentas de
adquisición en virtud de este proyecto
(párrafo (35-35) estarán exentas asi-
mismo del nuevo impuesto sea cua l
fuere el tamaño del solar. Además, ha-
brá exención cuando las cesiones d e
suelo efectuadas por una persona o
sociedad en un año dado asciendan en
total a menos de 5 .000 libras ester-
linas.

43. La intención del Gobierno e s
fijar la tasa inicial del impuesto sobr e
el suelo en un 80 por 100 y elevar esta
tasa progresivamente a medida que s e
vayan consolidando los programas de
las autoridades locales en materia de
adquisición y oferta de tierra urbani-
zable .

44. La base impositiva consignada
en el párrafo 41 se aplicará cuando un
propietario, que compre suelo despué s
de ta fecha de este Libro Blanco, ob -
tenga un plusvalor en una venta ulte-
rior o en Ia ejecución de una edifica-
ción . El impuesto sobre el suelo urba-
nizable no será exigible cuando el sue -
lo se mantenga como depósito en tra-
mitación aunque tenga concedido u n
permiso de edificación en la fecha d e
publicación del Presente Libro Blanco .
Para otros casos de posesión de suelo

en la fecha citada, la base será reajus-
tada a fin de tomar en cuenta factore s
especiales, por ejemplo, el hecho de
que la adquisición hubiera sido finan-
ciada a unos tipos de interés muy
altos .

45. No será exigible el impuesto
sobre el suelo urbanizable en los ca-
sos de obtención de una revalorización
acaecida en fecha anterior a la de la
aprobación real de la legislación qu e
el Gobierno se propone promulgar, e n
dicha legislación figurarán medidas
tendentes a prevenir aquellas transac-
ciones cuya finalidad sea esquivar e l
pago del nuevo impuesto en el período
precedente a la introducción de l
mismo .

IX . TRIBUNALES DE LITIGIO S
ECONOMICO S

46. Una vez que todas las adquisi-
ciones de las autoridades locales se
efectúen aplicando el valor de uso
existente, pueden surgir casos aislado s
de desacuerdo financiero de la índole
que cabe esperar en todo programa de
gran envergadura . Por ello, el Gobier-
no se propone constituir en tiempo
oportuno tribunales repartidos por to-
do el país, investidos de autoridad pa-
ra examinar tales casos y concede r
cantidades complementarios .

47. Importa que los tribunales qu e
hayan de entender en casos de este ti -
po estén desprovistos de toda rigidez
oficial y sean fácilmente accesibles pa-
ra las personas afectadas . E1 Gobiern o
estudiará la forma más útil que deba n
adoptar a tal fin y de modo especia l
si podrían radicar en un organismo o
grupo de organismos existentes .

X. CASOS ESPECIALES
El dueño-ocupante de su residencia

48. Generalizar la propiedad de
viviendas es uno de los objetivos de I a
política gubernamental en este ramo.
El Gobierno declara enfáticamente que
no forma parte de sus propuestas e n
materia de suelo pretender desposeer
a los ocupantes de sus propias resi-
dencias. Se alentará a las autoridades
locales a que pongan suelo a disposi-
ción de quienes deseen construir ca -
sas para ser ocupadas por sus dueños
sobre la base de lo dispuesto en e l
párrafo 56 que se enuncia más ade-
lante .

49. Cuando una casa ocupada po r
su dueño tenga que ser adquirida po r
una autoridad pública, el propietario
continuará recibiendo su valor en e l
mercado, y no estará sujeto al pago
del impuesto sobre el suelo urbaniza-
ble si obtiene la revalorización como
consecuencia de la venta de su casa
o de edificar parte de su jardín hasta
1/10 de hectárea (véase el párrafo 4 2
más arriba) . También se respetará su
derecho a percibir toda la serie de
indemnizaciones previstas por Ias le -
yes con inclusión, en su caso, de las
compensaciones por molestias y por
pérdida de vivienda establecidas en la
Ley de Indemnización del Suel o
de 1973 .
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50 . Como se indicaba en el prece -
dente párrafo 34, los solares donde s e
asiente una sola casa, propiedad de l
supuesto ocupante en el día de la pu-
blicación del Libro Blanco, no que -
darán sujetos a adquisición pública e n
virtud de este proyecto cuando llegu e
el momento de ejecutar la obra .

Ampliaciones industriales
50 . Muchas empresas industriale s

poseen ahora suelo sobre el cual pro-
yectan efectuar ampliaciones con mi-
ras a satisfacer sus propias necesida-
des . Las disposiciones relativas a l a
recaudación del impuesto sobre suel o
urbanizable se estructurarán de mane-
ra que reduzcan al mínimo el riesg o
de trastorno para esas empresas .

Agricultur a
52. Como ha quedado explicado e n

el párrafo 25, el Gobierno velará para
que se siga evitando en lo posible l a
adquisición de tierra agrícola de buena
calidad . Antes de promulgar la legis-
lación pertinente estudiará también si
la nueva base de compensación con -
signada en el párrafo 32 significa qu e
es preciso dictar algunas disposiciones
especiales a fin de proteger a los agri-
cultores en activo .

Contratas oficiales
53. Las contratas oficiales y algu-

nos organismos similares (') estará n
facultados para adquirir y edificar e n
el suelo que requiera el desempeño d e
sus funciones reglamentarias sin inter-
vención de las autoridades locales .
Mientras sigan vigentes las dis -
posiciones transitorias descritas en lo s
párrafos 36 a 45 ut supra, estas enti-
dades podrán ejecutar obras para s u
uso operativo sin sujeción al pago de
impuestos, aunque vendrán obligada s
a satisfacer el nuevo impuesto cuan -
do se desprendan de cualquier suel o
de su propiedad sea antes, sea des -
pués de realizar las obras . Las autori-
dades locales les comprarán suelo a u n
precio libre de este impuesto .

Irlanda del Norte
54. Las nuevas disposiciones fisca-

les descritas en los párrafos 40-45 se-
rán de aplicación en Irlanda del Nor -
te ; el Secretario de Estado para Ir -
landa del Norte estudiará en consulta
con los estamentos interesados, el res -
to de las propuestas contenidas en e l
presente documento .

XL OFERTA DEL SUELO ADQUI-
RIDO

55. Los términos según los cuale s
las autoridades locales disponen de l
suelo adquirido con sujeción a esta s
disposiciones tendrán que garantiza r
en general que la comunidad local con -

(*) STATUTORY UNDERTAKERS, in -
cluye no sólo a los que ejecutan obras
oficiales de infraestructura (autopistas ,
canales, ferrocarriles, etc .), sino tam-
bién el Post Office, (Correos) el Natio-
nal Coal Board (Minas Nacionalizadas) ,
Aviación Civil, etc . (J . G. B .) .

serve una participación en los futuros
incrementos de valor . La oferta de
suelo con destino a su equipamient o
industrial o comercial se hará, por
consiguiente, sobre la base de arren-
damiento de los derechos de superficie
y en los contratos correspondientes fi-
gurará una cláusula de revisión de l
alquiler . Por regla general, estas ofer-
tas, ya sean en la modalidad de pro -
piedad libre, ya de arrendamiento del
derecho de superficie, se contratará n
por el valor en el mercado en el mo -
mento de efectuarse la operación .

56. El Gobierno ha afirmado cate-
góricamente que sus propuestas en fa -
vor de la propiedad pública no pre-
tenden tener repercusiones sobre la
disposición relativa al suelo en el que
sea posible construir casas para ser
habitadas por sus dueños . El suel o
destinado a viviendas puede ser ofer-
tado de múltiples nianeras . Se alenta -
rá a las autoridades locales a ofrecerlo
a los constructores bajo licencia, par a
ser transmitidas las parcelas directa -
mente a los compradores de viviendas .

Los solares que hayan de ocupar lo s
dueños de sus propias viviendas serán
cedidos asimismo en régimen de al-
quiler .

57. El funcionamiento del proyec-
to exigirá una estrecha cooperació n
entre autoridades locales y promoto-
res, y el Gobierno desea ver cómo la
capacidad e iniciativa de estos parti-
culares subvienen a las necesidades d e
Ia comunidad de una manera positiva .
Se alentará a Ias autoridades locales a
que involucren a los promotores e n
sus planes, y el método de oferta d e
tierras deberá estimular a los promo-
tores para que contribuyan al diseñ o
global de cada uno de los proyectos .

58. En algunos casos los promoto-
res tendrán necesidades especiales ,
v . gr ., un industrial poseedor de suel o
adquirido con miras a su expansión a
largo plazo, un mayorista con requisi-
tos especiales de emplazamiento d e
sus almacenes, un urbanizador que ha
venido constituyendo una superfici e
urbanizable (en todo o en parte) .
Cuando el proyecto esté totalmente in-
troducido, el suelo que vaya a ser ur-
banizado pasará por las manos de l a
autoridad local, si bien pueden exis-
tir razones válidas para que un terra -
teniente o urbanizador particular se a
el adjudicatario del suelo urbanizable .
En tales circunstancias, al propietari o
o promotor se le brindará de ordina-
rio la oportunidad de realizar las obra s
previa estipulación de las condiciones
financieras .

XII . IMPLICACIONES FINANCIE -
RAS

59. El efecto de estas propuesta s
será que la comunidad se beneficiará
de la totalidad del valor creado al se r
ubanizado el suelo . La comunidad e n
general, esto es, el contribuyente, ha-
brá hecho una aportación para la ad-
quisición de suelo y el Gobierno de -
sea, por consiguiente, que los benefi-
cios de este plan sean compartidos en-
tre la Administración central y local .

La porción más substancial del bene-
ficio irá a parar al contribuyente en
general por conducto de Hacienda ;
pero una parte quedará en la comu-
nidad local y otra se distribuirá entre
las autoridades locales a fin de que
ayuden a repartir por igual los benefi-
cios del plan entre los contribuyente s
en general . El Gobierno consultará con
las asociaciones de autoridades loca -
les en punto a llegar a una distribu-
ción racional de beneficios. Es inten-
ción del Gobierno que quienes com-
pren su casa por vez primera partici-
pen en los beneficios del plan . Debe
reconocerse que, debido al lapso que
debe transcurrir entra la adquisición y
la cesión, pasará algún tiempo antes
de que se empiece a generalizar el de -
vengo de los beneficios .

60. Las transferencias de suelo en-
tre autoridades locales y la valoración
de las adquisiciones dentro de una
misma autoridad local se harán en tér-
minos que aseguren que la comunidad
local se beneficie directamente de las
nuevas propuestas . Por tanto, el suelo
con destino a la construcción de vi-
viendas patrocinadas por el Ayunta -
miento o para otros fines será trans -
ferida o adjudicada por su coste de
adquisición . Los reajustes oportuno s
que hayan de ser introducidos a ta l
fin se reflejarán en las disposiciones fi-
nales del Tesoro (Hacienda) .

XIII . BLOQUES DE OFICINAS VA-
CIAS

61. Las propuestas descritas hast a
aquí se han ocupado del suelo urbani-
zable, pero existe el problema conex o
del suelo que ha sido ya edificado ,
aunque sin resultados satifactorios pa-
ra la comunidad . Se trata del proble-
ma de los locales para oficinas qu e
permanecen vacios desde hace mucho s
años . A los propietarios de esos loca -
les se les notificó el 29 de abril d e
1974, con una antelación de seis me -
ses, que el Gobierno se proponía abor-
dar el tema de esos locales en la le-
gislación relativa al suelo urbanizable .

62. El Gobierno tiene intención de
conferir al Secretario de Estado atri-
buciones generales para adquirir di-
chos locales, mediante el procedimien-
to de expropiación forzosa. Las referi -
das atribuciones estarán relacionadas
con aquellas oficinas que tengan un a
superficie útil de más de 5 .000 metro s
cuadrados y no hayan sido nunca ocu-
padas sustancialmente dos años segui-
dos como mínimo, a partir de la fech a
de su construcción . Los afectados po r
esta medida tendrán una oportunida d
para exponer las razones por las cua-
les, a su juicio, no se debería llevar a
efecto la expropiación .

63. El precio de compra será el va-
lor que se habría tenido que pagar d e
haber sido adquiridos los locales en l a
fecha de su construcción, teniendo e n
cuenta cualesquiera alteraciones ulte-
riores que se hubieran realizado en e l
edificio .

White Paper on Land, Cmnd . 5730 ,
HMSO, London, 12 pp .
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